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Las reformas agrarias en Latinoamérica: restricciones institucionales y división de las élites


Resumen


¿Cuándo y por qué los países redistribuyen la tierra a los sin tierra? ¿A qué fines políticos sirve la reforma agraria y qué lugar ocupa en el mundo actual? Una literatura de larga data que se remonta a Aristóteles y que se repite en importantes trabajos recientes sostiene que la redistribución debería ser tanto mayor como más dirigida a los pobres bajo la democracia. Sin embargo, faltan datos históricos completos para probar esta afirmación. Este libro muestra que la redistribución de la tierra, la forma más importante de redistribución en el mundo en desarrollo, ocurre con más frecuencia bajo dictaduras que bajo democracia. Ofrece una teoría novedosa de la reforma agraria y desarrolla una tipología de políticas de reforma agraria. Albertus aprovecha los datos originales que abarcan el mundo y que se remontan a 1900 para probar ampliamente la teoría utilizando análisis estadísticos y estudios de casos de países clave como Egipto, Perú, Venezuela y Zimbabwe. Estos hallazgos exigen repensar gran parte de la sabiduría común sobre la redistribución y los regímenes.
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Autocracy and Redistribution: The Politics of Land Reform


Abstract


When and why do countries redistribute land to the landless? What political purposes does land reform serve, and what place does it have in today’s world? A long-standing literature that dates back to Aristotle and is echoed in important recent works holds that redistribution should be both more prevalent and more targeted at the poor under democracy. Yet comprehensive historical data to test this claim has been lacking. This book shows that land redistribution — the most consequential form of redistribution in the developing world — occurs more often under dictatorship than democracy. It offers a novel theory of land reform and develops a typology of land reform policies. Michael Albertus leverages original data from around the world dating back to 1900 to extensively test this theory using statistical analysis and case studies of key countries, such as Egypt, Peru, Venezuela, and Zimbabwe. These findings call for rethinking much of the common wisdom about redistribution and political regimes.
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Introducción





¿Cuáles son las condiciones políticas bajo las cuales se lleva a cabo una reforma agraria? ¿Cuándo se puede considerar que una reforma agraria es redistributiva y qué propósito político satisface? ¿Quiénes son los principales beneficiarios de una reforma? Y ¿cuál es la importancia, si hubiese alguna, de una reforma agraria en el mundo actual?


La idea de una reforma agraria puede rastrearse, al menos, a la época de Solón y Pisístrato en el siglo VI a. C., en Grecia. El tema de la distribución de la tierra en relación con su uso y propiedad estaba en el corazón de la Revolución francesa, la emancipación de los siervos en Rusia y una innumerable cantidad de movimientos sociales de vieja data en países en desarrollo; en la actualidad, existen procesos de reforma agraria en países como Brasil, Filipinas, Sudáfrica y Venezuela. El presidente de Estados Unidos John F. Kennedy destacó la necesidad de una reforma agraria en el continente americano cuando anunció, en 1961, la Alianza para el Progreso, donde resaltó la necesidad de que los países




[…] mejoraran la productividad y el uso de la tierra, eliminaran enfermedades, atacaran las estructuras arcaicas del sistema de impuestos y tenencia de la tierra, proveyeran oportunidades de educación y ofrecieran proyectos diseñados para que los beneficios de la abundancia llegaran a toda la población.





Las respuestas que ofrezco a estas fundamentales preguntas son diferentes al conocimiento existente, y bien enraizado, acerca del sector rural, proveniente de los científicos políticos, economistas y sociólogos. En primer lugar, y de mayor importancia, está que la mayor parte de las reformas agrarias de tipo redistributivo ocurren bajo una autocracia y no en una democracia. De hecho, la diseminación de la democracia ha ido en detrimento de la redistribución de la tierra y descuidó a la población rural, dejándola a su propia suerte. Esto implica una segunda observación novedosa: a pesar de las conclusiones de influyentes académicos como Barrington Moore y Alexander Gerschenkron, una democracia nunca ha sido una amenaza para la clase terrateniente. Aunque una democracia no obstaculiza todos los tipos de reforma agraria, sí demora la redistribución de la tierra, que es la amenaza más grande que enfrenta la élite terrateniente. Tercero, la importancia de la movilización popular y la percepción de que la movilización genera redistribución están, en parte, equivocados. El conflicto al interior de la élite y las restricciones institucionales para gobernar determinan, en gran parte, dónde y cuándo ocurre una reforma agraria redistributiva. Una movilización popular difícilmente genera una redistribución directa de la tierra; de manera más frecuente, redirecciona y focaliza la redistribución solo después de que se ha creado una oportunidad para ella. Finalmente, las reformas agrarias en absoluto han muerto. Reformas agrarias negociadas y colonización de tierras —y, en menor medida, redistribución de tierras— ocurren en la actualidad en muchos países en desarrollo, y la población rural continuará en búsqueda de reformas. Si se quiere que existan posibilidades para una reforma agraria exitosa como mecanismo para atacar la pobreza rural y la desposesión de tierra en el futuro, es necesario una transformación completa de su entendimiento.


El libro está dedicado a desarrollar y explicar estos resultados. El argumento central, desde el cual se derivan estas conclusiones, es que una reforma agraria redistributiva ocurre cuando existe una división en la coalición entre la élite política gobernante y la élite terrateniente, al tiempo que no hay grandes restricciones institucionales para gobernar. La división de la coalición le proporciona a la élite política un incentivo para eliminar una poderosa élite rival externa, mientras que al mismo tiempo recibe halagos de los participantes del régimen. Pero la división de la coalición no es suficiente; una reforma agraria es un proceso costoso que requiere la cooperación permanente de un gran conjunto de actores políticos. Una reforma agraria redistributiva igualmente necesita la concentración de poder que se observa en una autocracia si se quiere evitar que la élite terrateniente bloquee el ritmo de la reforma. Las restricciones institucionales simplemente ofrecen muchas oportunidades para que la élite terrateniente utilice su influencia y obstaculice la reforma.


Los tipos de reforma agraria menos redistributivos, como una reforma agraria negociada que compensa a los propietarios con precios de mercado o la colonización de la tierra, operan bajo una lógica diferente de la redistribución de la tierra. La financiación externa, el nivel de riqueza y la presión popular desde las bases también tienen un impacto mucho mayor en estos tipos de reforma agraria.


Tierra, reforma agraria y el sector rural


La tierra es el principal activo productivo de los habitantes pobres en zonas rurales. Para la mayor parte de los pobres en zonas rurales, y asimismo en zonas urbanas, la agricultura es su principal fuente de ingreso (Lipton 2009, 148). En el mundo en desarrollo, la tierra igualmente presta servicio como un seguro, y no solo ofrece empleo e ingreso, sino además sostenimiento, un lugar para vivir, seguro para enfermedad y vejez, y seguridad para generaciones futuras. Es por ello por lo que una reforma agraria en países en desarrollo es vista como un tipo de discriminación positiva o el sustituto de una transferencia de ingreso y empleo, análoga al Estado de bienestar de Europa oriental (por ejemplo, Thiesenhusen 1989).


Aun así, a través de los últimos cien años y en gran parte de la historia de la agricultura sedentaria que genera un excedente, la mayoría de los habitantes rurales han dependido de terratenientes locales para el acceso a la tierra, insumos y crédito. Con gran frecuencia, los habitantes en zonas rurales cultivan pequeños terrenos según las condiciones definidas por un terrateniente local, que se los permite a medida que necesita mano de obra para sus terrenos.


Tomemos el caso de Bolivia antes de la revolución de 1952. Tan solo el 6% de terratenientes más importantes tenía el 92% de la totalidad de tierra para el cultivo. La mayor parte de los campesinos operaba en el sistema llamado “colonato”, en el cual los trabajadores recibían una pequeña casa y terreno al interior de una hacienda para sus cultivos de subsistencia, y ofrecían a cambio su trabajo en los campos del terrateniente, entre 5 y 6 días por semana en la temporada de cultivo, y todos los días en temporada de cosecha (Thiesenhusen 1995, 54). Adicionalmente, en la casa del terrateniente se necesitaba servicio doméstico. Las mujeres usualmente prestaban su servicio como empleadas y los hombres como ayudantes de cocina o mensajeros. En palabras de un sacerdote en 1870, “el indígena continúa siendo para nosotros un degenerado nacido para servir, para ser empleado sin pago en las ocupaciones más viles” (Condarco Morales 1965, 37).


En los casos donde la tierra no era una restricción, a los campesinos se les permitía cultivar en terrenos baldíos, pero se les exigía retornar una parte de sus cultivos y animales al terrateniente. Los terratenientes que no tenían tierra para ser cultivada por campesinos, con frecuencia cobraban un impuesto. En la época, el abuso físico y la explotación de los campesinos era común; un agente del Comité Interamericano para el Desarrollo de la Agricultura escribió a punto de que estallara la revolución:




Entonces el patrón [terrateniente] le dijo al capataz [ jilacata]: “este no está trabajando bien, dale látigo”, y reuniendo a su gente, dijo: “venga ya, hijo, abajo. Venga capataz, tres latigazos para este, ¡tres de los mejores!”. Entonces, el capataz le daba los tres latigazos, y si no eran suficientemente fuertes, el patrón golpearía al capataz diciendo: “así es como se dan latigazos, y así es cómo se les pega a los trabajadores, para que sientan lo que usted está sintiendo ahora” (Pearse 1972, 269).





A los colonos se les consideraba como una deuda del peonaje, por ello no podían fugarse y eran vendidos con la tierra.


Los terratenientes en Bolivia justificaban el statu quo con argumentos de superioridad racial, necesidad económica y orden social. Todo esto era barnizado con un toque de cínico paternalismo, como lo declararon un terrateniente y un sirviente de una misma hacienda en el periodo posterior a la reforma:




Patrón: “En mi hacienda, le dábamos igual tratamiento a los blancos y a los indios; queríamos a los indios. Cuando necesitaban algo, venían y nos preguntaban: ‘Maestro, me puedo usar esto o aquello’, y se llevaban lo que pedían. Aún más, mi papá arreglaba los matrimonios; agarraba un campesino y le preguntaba con quién se quería casar, y sin importar si era una viuda o soltera, mi papá hacía que se casaran de inmediato. Era una vida magnífica, y vea en lo que se convirtió”.


Campesino: “Antes éramos esclavos porque éramos estúpidos, no entendíamos qué pasaba. No teníamos a nadie que nos defendiera y estábamos asustados de hacer cualquier cosa por miedo a que el patrón nos golpeara. No sabíamos por qué nos pegaban, no conocíamos nuestros derechos” (Muratorio 1966, 5).





Este tipo de relaciones asimétricas y, en algunos casos, feudales que definieron el colonato en Bolivia dieron forma a las clases sociales. Así mismo, tuvieron implicaciones políticas importantes, entre las cuales se encuentra la habilidad del terrateniente de excluir a los trabajadores rurales del derecho al voto o de influenciar el voto del trabajador rural (Baland y Robinson 2008; Moore 1966; Ziblatt 2009).


Las instituciones agrarias “son una de las mejores manifestaciones abiertas de la clase social: reflejan el estatus al interior de una sociedad, reflejan los privilegios, reflejan el poder” (Thiesenhusen 1989, 31). En consecuencia, la tierra también se convierte en un elemento de política contenciosa. Instituciones agrarias débiles y desiguales, o un patrón desigual en la propiedad de la tierra, usualmente están, en muchos contextos a lo largo del mundo, relacionados con conflictos asociados a la tierra (por ejemplo, Albertus y Kaplan 2013; Boone 2013; Paige 1975; Russett 1964; Wood 2000).


El impacto de las relaciones rurales sobre la sociedad en Estados en desarrollo ha sido enorme y continúa siendo importante en la actualidad. En 1950, el 71% de la población del mundo estaba en el sector rural. Para 2010, el 49% era rural. En la mayor parte de África subsahariana, el nivel de ruralización es similar al de Europa oriental de 1850 y al observado en Latinoamérica alrededor de 1900, y la población rural continúa creciendo (Boone 2013). La pobreza se concentra en las áreas rurales. Casi más de los tres cuartos de 1,2 billones de personas que están en la pobreza extrema (los que viven con un dólar al día) se encontraban en zonas rurales en 2002 (Lipton 2009, 148). Adicionalmente, una sorprendente mayoría de la población rural trabaja en la agricultura. Casi el 76% de la población económicamente activa del mundo trabajaba en agricultura en 1950, y se mantiene en 45% en el año 2000 (Food and Agriculture Organization —FAO— 2000).


Una reforma agraria puede transformar fundamentalmente el bienestar material y social de los pobres. Aunque las definiciones de una reforma agraria varían, la mayoría comparten un solo objetivo final: la reducción de la pobreza rural, mediante la transferencia del control de la tierra cultivable a favor de quienes no tienen tierra. Una reforma agraria puede potenciar el bienestar de los trabajadores rurales, al incrementar el ingreso derivado de la tierra de quienes no son propietarios, aumentar la demanda de trabajo y crear oportunidades empresariales agrícolas (Lipton 2009). De forma simultánea, puede contribuir al crecimiento de la agricultura, dado que las granjas pequeñas son usualmente más productivas que las grandes (por ejemplo, Berry y Cline 1979; Deininger 2003). Además, al redefinir la relación entre los habitantes rurales y los terratenientes, una reforma agraria promueve la inclusión social, al convertir a los pobres en ciudadanos con mayor igualdad e influencia política. De esta manera, una reforma agraria representa un tipo de redistribución económicamente importante y políticamente poderosa, que se iguala a lo que Huntington llamó un “reordenamiento de las relaciones sociales básicas” (1969, 299). Puede llegar a ser una forma de redistribución social y económica de mayores consecuencias en sociedades agrarias, ciertamente mucho más trascendental que la redistribución del ingreso.


Los efectos de una reforma agraria no se limitan al sector rural. El incremento del ingreso rural se disemina a lo largo del ingreso no agrícola, en la medida en que los proveedores de insumos mejoran sus negocios y el consumo crece. Una reforma agraria puede llegar a tener consecuencias sobre toda la economía, a medida que la influencia retardante de la desigualdad disminuye (Alesina y Rodrik 1994; Vollrath y Erickson 2007).


El legado de una reforma agraria es testimonio de su capacidad transformadora. Las reformas agrarias han contribuido de modo importante a la reducción de la opresión económica y social de los pobres en zonas rurales. Desde 1945, ha tenido efectos sobre al menos 1,5 billones de personas (Lipton 2009, 1). Las reformas agrarias bajo los Gobiernos de Gamal Abdel Nasser en Egipto, Mengistu Haile Mariam en Etiopía y Robert Mugabe en Zimbabue atacaron los intereses de los poseedores de tierras, tal como ocurrió con la eliminación de los zamindares en India o la colectivización de la tierra en Tanzania. Las reformas agrarias radicales implementadas por Estados Unidos en Taiwán, Corea y Japón llevaron a la destrucción de las clases sociales propietarias y a una reforma social y económica fundamental a medida que los grandes terratenientes fueron destruidos en favor de los pequeños propietarios (Walinsky 1977). China, Rusia y gran parte de Europa oriental, bajo el comunismo, expropiaron a la élite terrateniente y colectivizaron la propiedad para posteriormente individualizarla de una forma relativamente igualitaria (King 1973; Lipton 2009, 283).


Incluso en países de Europa occidental, como Francia y Holanda, se llevaron a cabo reformas agrarias durante el siglo XIX que son vistas como momentos clave en su modernización política y económica (Swinnen 2002). Igualmente, la reforma agraria al sur de Italia después de la Segunda Guerra Mundial se concentró en grandes terrenos para ser distribuidos entre campesinos y transformó la estructura social rural semifeudal existente hasta entonces (King 1973).1 Existen muchos otros y diversos ejemplos, como el de Irán, Irak, Nepal, Pakistán, Filipinas y Vietnam (véanse, por ejemplo, Borras 2007; El-Ghonemy 2002; Herring 1983; Tai 1974). Lipton señala que la redistribución de la tierra en favor de los pobres del sector rural “ha sido ampliamente diseminada y con mucho más éxito del que se cree popularmente” (2009, 7). Por el contrario, en los casos donde no ha ocurrido una reforma agraria, la mitad de los más pobres de las zonas urbanas por lo común controla menos del 10% de la tierra cultivable (Lipton 2009, 2).


Las reformas agrarias también han desempeñado un papel clave en el empoderamiento de las comunidades indígenas y minorías de muchos países. El reconocimiento físico de los reclamos históricos de la tierra ha sido una fuerza motivante detrás del movimiento social de la población que enfrenta la discriminación y busca el reconocimiento formal, la autonomía cultural o la creación de políticas de discriminación positiva. Por ejemplo, en Sudáfrica se estableció una reforma agraria a través de mecanismos de mercado después del apartheid, con el respaldo del Estado, para devolver tierras a los negros que se les quitó la propiedad mediante prácticas de discriminación racial como la Ley de Tierras Nativas (Thwala 2006). Un esfuerzo similar para devolver la tierra a la población negra desposeída durante el colonialismo ocurrió en Kenia y Zimbabue. Yashar (1999, 83) describe cómo muchas de las más importantes reformas agrarias en Latinoamérica, antes del surgimiento del neoliberalismo, ofrecieron una oportunidad para el resurgimiento de líderes indígenas, la reconstrucción de comunidades y la institucionalización de prácticas comunitarias indígenas e identidades a nivel local. Aunque algunas de estas ganancias se debilitaron después de la ola de democratización y adopción de políticas neoliberales, los grupos indígenas marginalizados y comunidades rurales negras latinas que descienden de esclavos fugados se han organizado recientemente en muchos Estados latinoamericanos, ganando derechos colectivos sobre la tierra que fortalecen su identidad y sus tradiciones (Hooker 2005).


Por supuesto, una reforma agraria no siempre es un elemento transformador. Un intento radical de reforma puede verse diluido, reprimido o contrarrestado. La élite terrateniente puede intentar dividir la tierra entre familiares y amigos para evadir los topes de propiedad o inflar el tamaño de su familia para alcanzar los umbrales de tenencia de tierra, comportamiento observado por la élite terrateniente en Bengala Occidental (Bardhan y Mookherjee 2010). Los grandes terratenientes pueden influir sobre los jueces locales, la policía e incluso en las milicias para que las reformas laborales no los afecten, como ocurrió en Brasil y Colombia (Albertus, Brambor y Ceneviva 2015; LeGrand 1986). Y si una élite terrateniente no puede evadir la expropiación de la tierra, pero tiene sus bienes diversificados, puede reubicarse en las ciudades y continuar influenciando políticas en otros sectores económicos. Además, la baja capacidad estatal puede debilitar la implementación de las reformas. Una débil penetración del Estado en la periferia puede incrementar los costos y reducir la eficacia de las reformas, como ocurrió en Filipinas bajo el poder de Ferdinand Marcos. Las reformas agrarias pueden igualmente llegar a descarrilarse por completo. Los agentes interesados pueden llegar a capturar o influenciar a los legisladores para revertir los términos de una reforma; en algunos casos, las políticas de concentración de tierras avanzan cínicamente bajo el título de “reforma agraria”. La élite terrateniente puede también amenazar directamente a la rama ejecutiva, mediante presión económica o una alianza con los militares.


La mayor parte de este libro se concentra en la evidencia empírica de Latinoamérica. La historia de las reformas agrarias y el desarrollo político de la región la convierten en un escenario ideal para comprobar la teoría en relación con las condiciones bajo las cuales se implementa una reforma. La región heredó un legado desequilibrado y semifeudal de propiedad de la tierra de la colonización española y portuguesa (De Janvry 1981; Thiesenhusen 1989). Después de la independencia, la tierra se mantuvo como un componente clave de la riqueza neta de los ricos y los pobres, y un fundamento económico importante para el poder económico y el prestigio social de las élites en el poder (Barraclough 1973). Aunque solo el 21% de la población era rural en 2010, más del 50% lo era antes de 1961. La mayor parte de la población económicamente activa se encontraba empleada en la agricultura en 14 de 19 países de la región en 1950, pero el mismo número de países tuvo más del 40% de la población económicamente activa en agricultura en 1970. Aun así, la mayoría de estos trabajadores rurales eran pobres, y solo el 10% de la población era propietaria del 90% de la tierra en la década de los sesenta (Lapp 2004, 2).


La diversidad política de la región en contra del control de la desigualdad ha generado una gran variedad de acuerdos institucionales bajo los cuales se habrían podido llevar a cabo reformas agrarias. Cada país de la región ha experimentado gobiernos autocráticos y democráticos desde principios del siglo XX. La variabilidad institucional ha sido muy amplia para cada uno de estos tipos de gobierno. Se han presentado largos periodos de control de un solo partido bajo una dictadura, como en México y Paraguay, así como muchos episodios de dictaduras militares y gobierno de civiles no elegidos. La democracia se ha caracterizado por periodos de esquema presidencial y parlamentario, diferentes grados de independencia judicial, una sola cámara legislativa o bicameralismo, y diferentes niveles de mala distribución electoral. Por otro lado, la mayor parte de los países en la región, como Argentina, Brasil, Ecuador Honduras y Perú, han oscilado entre la democracia y diferentes tipos de dictadura.2


¿En cuáles condiciones políticas se ha implementado una reforma agraria?, ¿cómo se ha estructurado, y quién se ha beneficiado de ella? ¿Cuáles son las consecuencias de una reforma agraria en estos países? Para Thiesenhusen (1995), muchos de los casos de reforma agraria en Latinoamérica son solo simplemente una “promesa rota” cuando se evalúan según los objetivos propuestos. En lugar de eliminar las haciendas y redistribuirlas entre campesinos, De Janvry (1981) afirma que muchas reformas agrarias aceleraron la modernización y transformación del sistema de haciendas. Kay (1998) repite esta tesis, afirmando que a pesar de que un grupo de países latinoamericanos implementó importantes reformas agrarias redistributivas, la mayor parte de las reformas terminaron favoreciendo el desarrollo de la agricultura capitalista en los años noventa.


Aunque existe gran cantidad de literatura que estudia la reforma agraria, esta conclusión es incompleta. No hay un estudio académico que use un marco de análisis comparativo entre países para analizar empíricamente los fundamentos políticos y los resultados de estos programas. Es más, muchas narrativas acerca de reformas agrarias fallidas llegan a esta conclusión al tratar reformas parciales como fallidas o al concentrarse exclusivamente en la transferencia directa de los ricos hacia los pobres. Pero, como lo afirma Lipton,




[…] grandes cambios sociales, que enfrentan a algunos “tiranos rurales” y asignan tierra y poder en las manos de algunas de las “masas” rurales por primera vez en siglos, no deben ser minimizados o desestimados porque no lograron cumplir con objetivos o expectativas desproporcionados (2009, 281).





No existe una reforma agraria que pueda llegar a resolver todas las formas de pobreza rural de una vez y eliminar a un terrateniente grande o mediano. Tampoco es posible que una reforma logre redistribuir simultáneamente todos los terrenos propuestos. Los problemas de incumplimiento, falta de financiación y poca capacidad estatal hacen que sea inevitable que algunos grupos sean intocables con una reforma agraria. Finalmente, incluso las reformas que no llegan a su fin o son atacadas merecen atención, aun si no logran producir cambios generalizados y de largo plazo; la desintegración de la reforma puede ocurrir por factores diferentes a los empleados inicialmente para implementarla.


La falta de evidencia empírica sistemática es una de las principales razones por las cuales la investigación académica llega a conclusiones tan variadas respecto a las causas y los éxitos de una reforma agraria. La investigación hasta la fecha también ha fallado en distinguir conceptualmente entre los tipos de reformas que han ocurrido, lo que ha llevado a combinar políticas que son diferentes.


Clasificación y medición de una reforma agraria


El libro le da forma a muchos resultados dispares que ofrece la literatura académica, al desarrollar una tipología de una reforma agraria, dado que se concentra en el origen de la tierra y cómo es adquirida o incorporada por el Estado con el propósito de una reforma, y posteriormente recolecta información sistemática a lo largo de esta topología para toda Latinoamérica desde 1930. En el libro también se ofrece un marco de análisis para entender las diferentes condiciones bajo las cuales es probable que un Gobierno busque implementar un tipo de reforma respecto a otra. En consecuencia, se da respuesta a un tema no solucionado en política comparada, ya que la reforma agraria ha sido una cuestión poco estudiada, a pesar de que la tierra es el centro de la vida y la política en las zonas rurales.


Una reforma agraria implica un conjunto de políticas: expropiación y redistribución de la tierra, transferencias negociadas en mercados privados, programas de colonización, titulación de tierras, reforma a la tenencia de la tierra y generación de mercado privado de tierra.3 En el libro me concentro en tres políticas analíticamente distintas, que están orientadas a la transferencia física de la propiedad de la tierra: la redistribución, la negociación y la colonización.4 La redistribución de la tierra se define como la expropiación no compensada o subcompensada del propietario privado y la reasignación de esta tierra a favor de los que carecen de propiedad. La negociación de la tierra es la compra de tierra al sector privado por el valor o por encima del valor de mercado, y su posterior transferencia a los que no tienen propiedad de tierra. La colonización es la transferencia, por el Estado, de tierra que es de su propiedad a quienes la ocupan.


Al codificar el área física de tierra transferida por medio de estas iniciativas, se obtiene una clara imagen del alcance extensivo y el carácter de una reforma agraria en Latinoamérica. Entre 1930 y 2008, un total de 128 millones de hectáreas, o 1,28 millones de km2, se han expropiado y redistribuido en la región. Se contabilizaron 37 millones de hectáreas transferidas a través de negociaciones de compensación de tierra y 106 millones de hectáreas transferidas mediante colonización. Un total del 14% de toda la tierra en la región, unos 271 millones de hectáreas, cambiaron de manos entre 1930 y 2008 como resultado de estos tres tipos de reforma agraria. Esto representa un área del tamaño de Europa occidental y el norte de Europa, o casi equivalente a 1,5 veces el territorio de México. Como la mayor parte de las reformas se concentraban en regiones cultivables, más de la mitad de la tierra cultivable de Latinoamérica cambió de manos por medio de una reforma agraria.


En Bolivia, Chile, Cuba, República Dominicana, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y Perú se implementaron grandes programas de redistribución de tierra. Estos programas tuvieron un impacto significativo sobre la élite terrateniente y el bienestar de los habitantes de zonas rurales. En Brasil, Colombia, Costa Rica, Paraguay y Venezuela se llevaron a cabo reformas menos redistributivas, y se prestó más atención a transferencias negociadas con compensación total a los propietarios, en lugar de expropiación y redistribución. En Bolivia, Brasil, Colombia Ecuador, Honduras y Venezuela se presentaron grandes programas de colonización, para asignar a los colonizadores tierras que eran propiedad del Estado; algunos de estos países complementaron estas iniciativas con otras políticas de reforma y otras fueron sustitutas para aliviar la presión demográfica sobre las tierras privadas.


Adicionalmente, las reformas de tenencia de tierra abolieron los mecanismos feudales, como el pongueaje (Bolivia), huasipungaje (Ecuador), inquilinaje (Chile), peonaje acasillado (México) y yanaconaje (Perú), lo que destruyó las condiciones laborales de explotación y permitió que los campesinos incrementaran su independencia política y social respecto a los terratenientes. Siguiendo a Mayer en su descripción de reforma agraria del general Juan Velasco Alvarado a finales de los años sesenta en Perú:




[…] fue el primer Gobierno en la historia en ejecutar una distribución significativa del ingreso en una sociedad de grandes desigualdades. Este Gobierno complementó la abolición de todas las formas de servidumbre rural, un gran cambio en la historia de los Andes, equiparable a la abolición de la esclavitud en América (Mayer 2009, 3).





En muchos otros casos, las reformas agrarias igualmente fueron bloqueadas o minimizadas por los intereses propietarios de tierra. La élite terrateniente diluyó reformas en Colombia y Costa Rica, y casi las bloquearon totalmente en Argentina y Uruguay.


En la región, también existe gran variación en la secuencia y el ritmo de las reformas. En México, la redistribución comenzó después de la Constitución de 1917. En Uruguay hubo negociación de tierras en la década de los veinte hasta la de los treinta, momento en el que, por su parte, Colombia comenzó la compra de terrenos privados en zonas de conflicto con el objetivo de ser redistribuidas, Chile inició la generalización de la colonización y cuando República Dominicana empezó la redistribución de la tierra. Esta, la negociación y la colonización continuaron a niveles relativamente más bajos a finales de la década de los cincuenta, con la expropiación a gran escala en Cuba.


En los años sesenta aumentaron las iniciativas de reforma agraria en muchos países. Las grandes extensiones de tierra de Rafael Trujillo fueron expropiadas después de su asesinato en 1961. En Colombia, Costa Rica, Honduras, Guatemala y Venezuela se definieron leyes de reforma agraria a principios de esa década, pero en todos estos países trabajaron a partir de la negociación de la tierra y la colonización, en lugar de la expropiación, con excepción de Honduras, que se encontraba bajo mando militar en ese tiempo. A finales de la misma década se presentaron reformas en Chile y México, así como bajo los Gobiernos militares en Bolivia, Brasil, Ecuador, Panamá, Paraguay y Perú.


En los años setenta, las reformas agrarias fueron importantes; sin embargo, durante los años ochenta, la redistribución disminuyó en varios países. Aun así, las reformas agrarias han persistido en los años noventa y en la primera década del dos mil, en su mayoría como negociación de tierras y colonización.


Las reformas agrarias durante los últimos años han sido importantes en Bolivia, Brasil, Colombia y Venezuela. También ha habido rezago en las reformas en México después de que se declaró oficialmente el fin de la reforma en 1992, en particular por el levantamiento zapatista. Posteriormente, la reforma agraria ingresó de nuevo al debate político de muchos países a mediados de la primera década del dos mil.


Obviamente, las reformas agrarias en el mundo no se limitan a Latinoamérica. Para poner a prueba la generalización del principal argumento teórico de este estudio para explicar la redistribución de la tierra, igualmente se recolecta información de cada episodio de redistribución de tierras en todo el mundo desde 1900. Se codificaron más de 50 episodios de redistribución de tierras diferentes a los latinoamericanos, contabilizando casi un tercio de todos los países y cada región del mundo. Muchos otros países han realizado programas de gran escala de colonización y negociación de tierras, y muchos otros lo hicieron antes del inicio del siglo XX.


La política de la redistribución de la tierra


Una reforma agraria es solo una potencial política redistributiva, entre muchas otras, que un Gobierno puede llevar a cabo para beneficio de los pobres. Existe una amplia literatura sobre redistribución que ofrece importantes explicaciones de los fundamentos políticos de políticas de redistribución social. ¿Qué nos dice esta literatura cuando un Gobierno implementa una reforma que fomenta la igualdad?


Un argumento particularmente poderoso viene de la teoría del conflicto social. Esta teoría propone que es más probable que una democracia, en contraposición a una autocracia, adopte políticas que beneficien a la mayoría de los ciudadanos (por ejemplo, Acemoglu y Robinson 2006; Boix 2003). La teoría del conflicto social, que se fundamenta en el modelo del votante medio y el cobro de impuestos de Meltzer y Richard (1981), propone que la regla de la mayoría facilita que los ciudadanos pobres tengan mayor influencia sobre una política económica que la oligarquía, de manera que se cierra la brecha de ingreso entre los ricos y los pobres mediante políticas sociales progresistas. Como afirman Acemoglu y Robinson, “El votante medio, que se vuelve más pobre respecto al ciudadano promedio [con una extensión de su derecho al voto], prefiere una tasa de impuesto mayor y mayor redistribución” (2006, 104).


Esta tesis recoge los argumentos clásicos de Aristóteles, Alexis de Tocqueville y la serie de ensayos del The Federalist Papers. Por ejemplo, Aristóteles propuso: “Donde manda un hombre por la posesión de riqueza, sin importar si son pocos o muchos, se trata de una oligarquía, y cuando los pobres mandan, se trata de una democracia” (1992, 192). Para Aristóteles, esto tenía una importante implicación para la política pública, en particular porque los ricos en una sociedad eran muy pocos comparados con los pobres. Por ello, la democracia era equivalente a la redistribución: “En una democracia, todos comparten todas las cosas; en una oligarquía predomina la práctica contraria” (Aristóteles 1992, 415).


Acemoglu y Robinson (2006) y Boix (2003), los más recientes y notables contribuyentes en la teoría del conflicto social, generan predicciones respecto al nivel general de redistribución, pero no lo comprueban directamente. Estos autores, por el contrario, se concentran en explicar la transición a una democracia y la duración del poder bajo una democracia en función del nivel de la desigualdad en una sociedad, en cuyo caso la desigualdad capta, para las masas, la demanda implícita de redistribución. Para Boix (2003), una mayor desigualdad es una mayor amenaza para la redistribución bajo una democracia y, en consecuencia, genera mayor resistencia de la élite al gobierno democrático. Esto pone en riesgo la democratización y la consolidación democrática: “Cuando una sociedad es fuertemente desigual, ninguna fuerza constitucional puede sostener una democracia” (Boix 2003, 15). Acemoglu y Robinson (2006), por el contrario, afirman que la democratización ocurre a niveles intermedios de desigualdad cuando hay una amenaza creíble y transitoria de un levantamiento de las masas. Ante bajos niveles de desigualdad, no hay demanda de democracia, y a altos niveles, las élites en el poder tienen mucho que perder y siempre preferirán la represión. La predicción de consolidación democrática de Acemoglu y Robinson es similar a la de Boix: la amenaza de redistribución relacionada con mayores niveles de desigualdad corroe la democracia, al generar el incentivo de un golpe de Estado liderado por la élite.


Sin embargo, la desigualdad y la democracia son mucho más compatibles empíricamente de lo que predice la teoría del conflicto social, lo cual pone en duda los supuestos hechos por estos autores en relación con las implicaciones redistributivas de los regímenes políticos. Aunque la distribución del ingreso está fuertemente sesgada a la derecha en todo el mundo, la redistribución de los ricos a los pobres no parece ser mayor en una democracia respecto a una autocracia (Ross 2006; Scheve y Stasavage 2011; Slater, Smith y Nair 2014).5 La élite económica tiene una influencia desproporcionada sobre la política económica en muchas de las democracias más pobres del mundo (Keefer 2004; Rajan 2009). Adicionalmente, muchas transiciones democráticas ocurren a pesar de que haya desigualdad (Haggard y Kaufman 2012). Y la democracia no se puede asociar con la redistribución, incluso en los niveles más altos de desigualdad (Iversen y Soskice 2009; Morrison 2009; Mulligan, Gil y Sala-i-Martin 2004; Perotti 1996; Rodríguez 2004).


Muchos países latinoamericanos permiten resaltar la poca evidencia empírica que respalda las predicciones teóricas sobre la importancia de la igualdad relativa, o incluso en niveles intermedios de desigualdad, en una transición o consolidación democrática. La mayor parte de los países de Latinoamérica tuvieron una transición a la democracia a pesar de unas altas tasas de desigualdad, y en la actualidad muchos de ellos están profundizando en sus instituciones democráticas aunque persista la desigualdad (Schmitter 2010).


La democracia en Latinoamérica, establecida pese a la desigualdad, es aún más difícil de entender bajo la teoría actual, dado que la tierra ha sido por muchos años el fundamento del poder político y social de las élites en el poder (Barraclough 1973). En la medida en que la tierra es un activo fijo e ilíquido que no puede ser llevado al extranjero para evitar la intervención del Estado, la tenencia de tierra aviva el miedo de la élite a la redistribución en una sociedad desigual, en la cual la tierra, en lugar de tener el carácter de capital productivo, es una parte importante de la riqueza de la élite (Boix 2003).


Cuando las élites tienen en su poder un activo tan específico como la tierra, la democratización será menos probable, debido al bajo costo de la represión si se compara respecto a la carga impositiva que enfrentarían las élites (Acemoglu y Robinson 2006; Ansell y Samuels 2010; Boix 2003). La tenencia de la tierra también debería afectar la consolidación democrática, al reducir el costo para la élite terrateniente de buscar un golpe de Estado (Acemoglu y Robinson 2006; Boix 2003).


Finalmente, como la concentración de la riqueza en una sociedad es usualmente mucho mayor que la concentración del ingreso (Piketty 2014), la potencial redistribución de activos como la tierra tiene muchas más consecuencias políticas que la redistribución del ingreso, un hecho que pocas revisiones empíricas de la teoría han examinado.


Muchos estudios empíricos bien documentados ofrecen evidencia de que la élite, crítica para la transición democrática, no siempre les tiene temor a las hipotéticas consecuencias de la redistribución. A pesar del hecho de que existen presiones desde las bases para la búsqueda de una reforma política (Przeworski 2009; Wood 2000), los pasos a favor de una democracia, como programar elecciones y renunciar al control del aparato de seguridad, usualmente son iniciativa de las élites mismas (Collier 1999; Karl 1990; Lizzeri y Persico 2004; O’Donnell y Schmitter 1986).


Aún más, la transición democrática es más probable si las élites logran negociar un marco constitucional que continúe protegiendo sus intereses después de que se retiren (Albertus y Menaldo 2014; Inman y Rubenfeld 2005; Negretto 2006). Las características institucionales como los pesos y contrapesos (Henisz 2000; Tsebelis 2002), la desigualdad en la representación política (Horiuchi 2004; Snyder y Samuels 2004) y el señalamiento de los partidos de izquierda como enemigos (Mainwaring 1999) pueden llevarse a la Constitución, con el objetivo de proteger los derechos de propiedad y reducir la volatilidad política.


En Europa del este, durante los siglos XIX y XX, la democratización procedió de manera gradual, mediante cuidadosos pasos, con el objetivo de apaciguar el miedo de las élites económicas a un cambio político radical (véanse, por ejemplo, Boix 2010; Dahl 1971; Ziblatt 2006). Así mismo, los poderosos económicamente aceptaron la democracia en Latinoamérica cuando sus intereses fueron protegidos por los partidos conservadores (Rueschemeyer, Stephens y Stephens 1992) o fueron favorecidos mediante Gobiernos en contra de la mayoría (por ejemplo, Snyder y Samuels 2004). Schmitter argumenta que la democratización, en muchos Estados latinoamericanos, llegó una vez las élites “comenzaron a entender que sus intereses estarían mejor protegidos en una democracia que en un gobierno autoritario” (2010, 20).


Existen tres líneas en la literatura que pueden ayudar a explicar la falta de una relación general entre democracia y redistribución. La primera es una nueva ola de la teoría del conflicto social que afirma que incluso después de una transición, las élites pueden evadir las instituciones democráticas para capturar los procesos de decisiones económicas y bloquear la redistribución (Acemoglu y Robinson 2008). Si las élites poderosas de facto aún persisten después de una democratización, pueden verse involucradas en la compra de votos o el clientelismo, lo cual debilita el poder político de los pobres (Keefer 2007; Ziblatt 2009). La habilidad de las élites de mantener una excesiva influencia sobre el proceso de toma de decisiones en una democracia hace eco de las preocupaciones permanentes de que los oligarcas están en contra de la democracia plebiscitaria, que se remonta al análisis de Nicolás Maquiavelo sobre la antigua Roma (McCormick 2011).


La segunda línea de la literatura es la teoría de los recursos de poder, que es una de las explicaciones principales de la variación en el tamaño y el alcance del estado del bienestar de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Korpi (1983), Stephens (1979) y otros autores afirman que se necesitan sindicatos fuertes para reducir la variación salarial y la desigualdad del mercado, de manera que los partidos socialdemócratas puedan promover políticas sociales redistributivas.6 Pero, a diferencia de la OCDE (Iversen y Soskice 2006), en gran parte de los países en desarrollo no existen partidos socialdemócratas o sindicatos fuertes. La débil posición negociadora de los trabajadores en el mundo en desarrollo, más la globalización, limitan los resultados de la democracia en ciertas políticas redistributivas (Avelino, Brown y Hunter 2005; Rudra 2002). Además, la pertenencia a un partido político tiene poca capacidad de explicación en la redistribución en muchos países en desarrollo (por ejemplo, Huber, Mustillo y Stephens 2008).


La tercera línea de pensamiento, que no se concentra explícitamente en la redistribución, surge de la teoría neoclásica del Estado, enunciada por North (1990). Los autores afiliados a esta visión enfatizan que, en una autocracia, la inexistencia de instituciones formales y mecanismos de compromiso, factores críticos para que los derechos de propiedad sean creíbles, facilitan la expropiación en estos regímenes (por ejemplo, North y Weingast 1989; Olson 1993). Por el contrario, las instituciones democráticas crean mecanismos de pesos y contrapesos que atan las manos de los líderes, que en otro caso violarían los derechos de propiedad mediante importantes cambios de política. En consecuencia, esta literatura desvía la atención hacia restricciones horizontales y se aparta de los incentivos políticos. De igual modo, no logra explicar por qué algunos gobernantes sin limitaciones violan los derechos de propiedad de las élites, y por qué estas violaciones, en algunos casos, toman la forma de políticas redistributivas, en contraposición a un comportamiento predador, que simplemente llenaría los bolsillos de los gobernantes o facilitaría los intereses particulares (por ejemplo, una guerra local).


Los aportes de estas tres líneas de la literatura resaltan que una explicación de la redistribución por medio de la teoría del conflicto social es incompleta, pero no ofrecen una alternativa sólida para entender cuándo y dónde debería ocurrir la redistribución, especialmente en países en desarrollo. Este libro da un paso adelante en la construcción de los fundamentos para explicar el fenómeno político de la redistribución.


El rompecabezas de una reforma agraria


Una parte de la literatura académica que estudia la reforma agraria respalda la idea de que las élites pueden capturar o influenciar desproporcionadamente el proceso político de toma de decisiones en una democracia, con el objetivo de minimizar la redistribución (por ejemplo, Huntington 1968). Sin embargo, una conclusión más general de la literatura encuentra una ruptura profunda entre la teoría general de la redistribución y la evidencia empírica. Ni la teoría del conflicto social ni sus últimos desarrollos ofrecen un marco de análisis apropiado para explicar el hecho de que la redistribución de la tierra ha sido mayor en sociedades autócratas que en sociedades democráticas. Este resultado parece estar más acorde con la literatura acerca de la protección de los derechos de propiedad, que muchos académicos de la economía política parecen olvidar cuando recurren al modelo del votante medio para resolver los problemas de la redistribución, aunque puede llegar a ser forzado decir que esta corriente ofrece una explicación totalmente satisfactoria de los patrones de la redistribución de la tierra (u otros tipos de redistribución).


No obstante, una reforma agraria en una democracia debería ser fácil de examinar para la teoría del conflicto social. Como se discutió previamente en esta introducción, dada la alta desigualdad en la distribución de la tierra y la muy precisa definición de la tierra como un activo, como ocurre en la mayoría del sector rural en Latinoamérica, cuando se da una transición democrática debería presentarse una reforma agraria importante. Esta predicción se puede reforzar por el hecho de que una reforma agraria puede llegar a contribuir favorablemente al crecimiento económico, al generar mayor igualdad en la propiedad (Alesina y Rodrik, 19940; Lipton 2009), como ocurrió en Japón, Corea del Sur y Taiwán. De hecho, Bardhan y Mookherjee (2010), en su cuidadoso estudio de Bengala Occidental, proponen que la reforma agraria es una política de desarrollo en la cual la dicotomía entre crecimiento y equidad se puede dejar de lado. En consecuencia, una reforma agraria debería ser políticamente atractiva en una democracia, donde los políticos están buscando votos (Lapp, 2004). Sin embargo, la política de reforma agraria en las democracias de Latinoamérica es amplia y sistemáticamente deficiente respecto a lo que proponen las teorías redistributivas.


La teoría actual también es deficiente en ofrecer una explicación de por qué, en algunas autocracias, sí hay distribución de la tierra, mientras que en otras no. Este patrón es particularmente complicado frente a las teorías existentes de la redistribución, dado que “las reformas agrarias usualmente han sido el resultado de cambios políticos en las altas esferas” (Kay 1998, 15). Aunque el proceso de reforma a menudo es influenciado por la presión social desde las bases sociales, la debilidad o inexistencia de sindicatos campesinos y la dispersión rural de los campesinos ha significado que “pocas reformas agrarias en Latinoamérica hayan sido el resultado directo de un levantamiento social campesino” (Kay 1998, 15).


La literatura sobre la reforma agraria nos acerca a entender los patrones de reforma, que son una incógnita cuando se examinan mediante las teorías redistributivas. Por ejemplo, Huntington afirmó que “una política pluralista y un gobierno parlamentario usualmente son incompatibles con una reforma agraria efectiva” (1968, 388). Tai, en un completo estudio que analiza la historia de las reformas agrarias en ocho países, llega a una conclusión similar, al afirmar que una reforma exitosa es más probable cuando “el poder político está concentrado en un partido político o en un grupo reducido de líderes” (1974, 473).


Sin embargo, estos estudios clásicos hablan más de los patrones generales de reforma agraria que del mecanismo causal que dispara una reforma en una u otra circunstancia, como ocurre con las predicciones de la literatura sobre derechos de propiedad respecto a la usurpación de estos. Asimismo, fallan en distinguir entre los diferentes tipos de reforma agraria. Esto ocurre, por ejemplo, en el argumento de Huntington (1968), en el cual una política pluralista y un sistema legislativo terminan convirtiéndose en el “cementerio” de una reforma agraria. Aunque encuentro evidencia consistente en esta afirmación, el resultado contrario, aquel en donde la ausencia de una política pluralista conduce a una reforma agraria, no es cierto; hay muchos casos de regímenes autocráticos que no efectúan una reforma agraria. A partir de esta evidencia construyo una teoría para explicar por qué algunos de estos regímenes sí llevan a cabo la reforma y otros no. El papel que le da Huntington a la rama legislativa como obstáculo para la reforma agraria es muy limitado; la reforma también puede ser bloqueada por la rama ejecutiva, la burocracia o el sistema judicial. Finalmente, Huntington tampoco logra distinguir teóricamente entre los diferentes tipos de reforma agraria, y centra sus conclusiones principalmente, pero no de manera exclusiva, en la redistribución de la tierra. Pero la negociación de la tierra y la colonización operan bajo lógicas distintas; ambos tipos de reforma ocurren a pesar de una política pluralista y una rama legislativa fuerte, que son las condiciones que Huntington define como contrarias a una reforma agraria. En últimas, los problemas del trabajo de Tai son similares a los de Huntington.


Además, la literatura sobre reforma agraria no converge alrededor de los patrones de reforma. Por ejemplo, El-Ghonemy (2002) afirma que la aproximación autoritaria para llevar a cabo una reforma agraria ha generado los resultados más importantes, en línea con los argumentos de Huntington y Tai. Sin embargo, Lapp (2004) propone que es más probable que la reforma se efectúe cuando hay apertura democrática, ya que amplía la responsabilidad política y los partidos políticos existentes compiten por votos en el sector rural.


Thiesenhusen (1995) sostiene que las reformas más grandes ocurren solamente ante una revolución, cuando los campesinos toman el poder y exigen una reforma y superan a la clase terrateniente, que se encuentra en una posición débil a causa de una guerra o por depresión económica, y que hay reformas débiles cuando los Gobiernos buscan financiación externa o cuando quieren eliminar la oposición desde sus raíces.


Hirschman (1963) arguye que la táctica de “dividir y reformar” puede llevar a la implementación de la reforma cuando los políticos enfrentan un escenario de división entre terratenientes y otras élites, lo que facilita la posibilidad de una “revolución camuflada”.


Powelson y Stock (1990) proponen que, con excepción de las reformas europeas y japonesa del siglo XIX, la reforma agraria ocurre sin la presión de los campesinos cuando un Gobierno ha capturado la aristocracia o es una minoría con particular simpatía por la clase campesina.


Aunque Paige (1975) se concentra principalmente en explicar las diferentes formas de acción colectiva de los campesinos, él visualiza tres caminos hacia la reforma agraria: un movimiento nacionalista revolucionario, en una economía agraria con un Estado de origen colonial; un movimiento socialista, que genera una revolución como reacción a un sistema de aparcería, y las iniciativas de un partido político reformista, que despiertan movimientos agrarios en un sistema de haciendas comerciales. La opción del movimiento socialista recoge la importancia que dan Tuma (1965) y Skocpol (1979) al camino revolucionario de una reforma. Aun así, contrasta con la conclusión de De Janvry (1981) de que muchas reformas de la década de los sesenta se implementaron desde las altas esferas para minimizar la revolución campesina y estabilizar las relaciones capitalistas.


Casi todas estas explicaciones del origen de una reforma agraria contrastan con las teorías generales existentes de redistribución. Así mismo, resaltan la necesidad de llevar a cabo investigación básica adicional, dirigida a responder dos preguntas: en primer lugar, ¿cuáles son las condiciones políticas bajo las cuales diferentes tipos de reforma agraria ocurren?, y segundo, ¿cómo pueden estos resultados contribuir a refinar la teoría existente?


Al responder estas preguntas, este libro pone en duda el supuesto fundamental detrás de la teoría del conflicto social, que propone que, en una democracia, la redistribución debe ser mayor y focalizada hacia los pobres. Y, en consecuencia, al endogeneizar las preferencias heterogéneas de la élite, el libro propone una teoría de la redistribución de la tierra que puede explicar las condiciones políticas que pueden llevar a una reforma. Y dada la inexistencia de partidos socialdemócratas poderosos sostenidos por clases sociales populares en Latinoamérica y la poca cantidad de sindicatos campesinos que repliquen la intrincada red de los sindicatos laborales en exigir una política social redistributiva en la OCDE, este libro también ofrece una explicación del alcance de las condiciones de la teoría del poder de los recursos. Aunque los patrones de la redistribución se ven influenciados por la presión desde las bases, es la competencia entre las élites la que determina cuándo, dónde y cómo ocurre una reforma agraria.


Visión general del argumento


El principal argumento del libro es que para que ocurra redistribución de la tierra, es necesario que quienes están en el Gobierno tengan el incentivo y la capacidad de implementar la redistribución. En primer lugar, debe existir una división de la coalición entre la élite terrateniente y la élite política en el poder, de manera que la segunda tenga el incentivo de excluir a la primera del poder. Cuando este se concentra en una autocracia, es más probable que haya redistribución, pero no la garantiza.


En el momento en que se presente la división y que la élite política gobernante tenga el incentivo de llevar a cabo la redistribución de la tierra, también debe haber pocas restricciones institucionales para que esta pueda materializarse.


La implementación de la redistribución exige una constante cooperación de un gran número de actores políticos y una alta capacidad administrativa.7 La oposición de un pequeño número de actores puede poner en riesgo una reforma; por ejemplo: si la rama ejecutiva se opone a la reforma, el sector legislativo limita su financiación, la rama judicial impone barreras legales, o la burocracia es corrupta o desorganizada, los esfuerzos de una reforma agraria no serán exitosos. La élite terrateniente igualmente puede influenciar en el fracaso de una reforma cuando logra manipular a cualquiera de estos actores para obstaculizar la reforma.


De modo que la redistribución opera como un tipo de duelo con capacidad de veto: es necesario el respaldo de un amplio grupo de actores para su éxito. La creación de nuevas instituciones y agencias no es suficiente para reemplazar lo que en otro caso es un proceso costoso. No hay salida fácil para una redistribución de la tierra. Las restricciones institucionales de la implementación de esta política en una democracia hacen que una reforma de redistribución de la tierra sea poco factible en una democracia.


En el desarrollo del libro presento evidencia de esta teoría. Los resultados se fundamentan en el análisis de estadísticas descriptivas y en modelos de regresión que son robustos a la estrategia de estimación.


Los resultados también son consistentes cuando se incluyen diferentes explicaciones alternativas de redistribución de la tierra, sugeridas por la literatura académica: la ideología de los partidos de izquierda, las tendencias de desarrollo y de diseminación por contagio, la financiación extranjera y otras formas de influencia internacional, el legado de largo plazo de la geografía, la apertura económica, la fluctuación del valor de la tierra, la influencia exagerada de regímenes revolucionarios, los tipos de régimen autocrático y el nivel de desigualdad económica. Aunque estas explicaciones alternativas pueden ayudar a explicar eventos aislados de redistribución, su capacidad de ofrecer una explicación generalizada es débil y continúan siendo una explicación secundaria respecto a la propuesta de la división de las élites y las restricciones institucionales.


Finalmente, los resultados se mantienen cuando se incluyen efectos fijos a nivel de país, para dar cuenta de la heterogeneidad, que no cambia a lo largo del tiempo en cada uno de estos, y cuando se usa una estimación mediante variables instrumentales, para considerar un posible efecto endógeno de la división de las élites y las restricciones institucionales.


Desde la perspectiva de la élite política en el poder, lograr una redistribución exitosa de la tierra cumple dos funciones importantes y complementarias: en primer lugar, y la más importante, es que debilita o destruye la élite terrateniente y la potencial amenaza que puede representar contra la élite política y su grupo de respaldo, a largo plazo. En segundo lugar, genera recursos para limitar la amenaza de inestabilidad desde las bases sociales, al lograr ofrecer tierra para redistribuir a la población rural más pobre.


En palabras de Huntington, “El que controla el campo, controla el país” (1968, 292). Así, cuando aquellos del lado de la oferta han logrado su objetivo, y existe apertura política para la redistribución de la tierra, la presión de las bases sociales puede influenciar el alcance y el patrón espacial de la reforma. Esto ocurre porque la resistencia y la protesta de las masas puede elevar el costo de gobernar (Scott 1995). Igualmente, puede amenazar la estabilidad política e incluso facilitar el levantamiento de una revolución (Acemoglu y Robinson 2006; Boix 2003). De igual manera, ofrecer incentivos selectivos a las masas o buscar políticas populistas como la distribución de la tierra pueden reducir la resistencia y generar respaldo al régimen existente (Levine 1998). En conclusión, la redistribución de la tierra rara vez comienza para devolver el genio de la revolución a la botella, pero ofrece una oportunidad de construir dependencia campesina y promover la pacificación del campo.


La clasificación de una reforma agraria que desarrollo en el libro es útil para evaluar mi argumento. En contraste con la redistribución de la tierra, que significa una amenaza directa a la élite terrateniente, la negociación de la tierra se convierte en una amenaza menor, y la colonización de la tierra no es una amenaza. En consecuencia, anticipo que la división de la coalición entre la élite terrateniente y política, junto con pocas restricciones institucionales, debe ser menos importante para la negociación de la tierra e irrelevante para la colonización de la tierra. Por el contrario, otros factores, como la financiación externa, la riqueza y la presión popular de las bases, deberían tener un mayor impacto en este tipo de reforma. Los capítulos 3, 4 y 6 desarrollan la lógica de una negociación y colonización de la tierra.


Incentivos para la redistribución


Usualmente, la élite política tiene fuertes incentivos a favor de la redistribución en un régimen democrático. A medida que los privilegios se extienden y las masas relativamente pobres se empoderan, tanto la teoría del conflicto social como la teoría de los recursos de poder sugieren que estos nuevos votantes podrán traducir sus preferencias hacia una política de reforma o redistribución. En sociedades agrarias donde la élite terrateniente controla de manera desproporcionada el acceso a la tierra, los políticos intentarán se elegidos atrayendo votantes rurales con la promesa de una reforma agraria (Lapp 2004; Swinnen 2002). Como los votantes rurales son muchos más que la élite terrateniente, se puede construir una coalición política estable sin la necesidad de depender de la élite terrateniente. Aun así, es cierto que factores como enclaves de tipo transversal y el clientelismo pueden ser el mecanismo para que la élite terrateniente sea parte de una coalición política con los votantes rurales, lo que debilita los incentivos para la redistribución de la tierra.


La élite política en una autocracia también puede tener un fuerte incentivo a favor de la redistribución. Mientras que la élite terrateniente puede tener una fuerte influencia que puede traducirse en poder político en un régimen autocrático, como lo sugiere la teoría del conflicto social, no siempre se puede asegurar que sus intereses no cambien. Esto lleva a preguntarse: ¿por qué algunos dictadores y su coalición autócrata recoge los intereses de la élite terrateniente, y otros no? El determinante clave para que la élite política autocrática entre en actividad con la élite terrateniente es el nivel de complejidad de la coalición entre 1) la élite política en el poder y los aliados que hacen parte de su coalición, y 2) la élite terrateniente.8 Los miembros de la coalición inicial pueden ser parte de la élite terrateniente u otra élite económica; igualmente, pueden ser cercanos a oficiales del ejército o grupos sociales más grandes, como sindicatos laborales u organizaciones campesinas. Esta dinámica de coaliciones se convierte en el origen político de la redistribución.


Cuando la coalición inicial que respalda a la élite política se compone de miembros de la élite terrateniente o depende de esta en términos financieros, logísticos o represivos, es poco probable que la élite política expropie estos individuos, por miedo a afectar sus propios promotores y, en consecuencia, terminar garantizando su propia caída. Por el contrario, cuando la coalición inicial no incluye a la élite terrateniente y no depende o está aliada con ella, la expropiación de los terratenientes es una política poderosa que la élite política gobernante puede emplear para reducir su inseguridad política y mantenerse por más tiempo en el poder, ya que elimina a rivales con poder de vieja data.


Y si hay una posición moderada de la coalición inicial al principio de un nuevo régimen (Bueno de Mesquita et al. 2003), la demostración de la élite política de que no dependerá de otras élites económicas, como la élite terrateniente, para respaldo político, envía la señal a la coalición inicial de un compromiso creíble de rentas futuras derivadas del poder político. De esta manera, la coalición inicial puede beneficiarse de una expropiación, al ganar acceso creíble a rentas y poder en el futuro, y debería defenderlo con vehemencia, incluso si sus miembros no son los receptores de los activos expropiados.


Capacidad de redistribución


Las teorías existentes de redistribución se enfocan ante todo en los incentivos del Gobierno para llevar a cabo un proceso de redistribución, pero se presta poca atención a la capacidad de implementación de la política, a pesar de que la capacidad de ejecutarla desempeña un papel clave en los resultados de la redistribución. Aún más, esta habilidad está correlacionada con el tipo de régimen.


Aunque tanto las democracias como las autocracias pueden tener incentivos políticos a favor de la redistribución, los líderes democráticos usualmente enfrentan restricciones institucionales muy grandes para lograrla. Las instituciones democráticas con frecuencia desarrollan intereses heterogéneos y poderes al interior del Gobierno, creando un esquema de pesos y contrapesos que requiere grandes coaliciones para respaldar grandes cambios de política, como lo es una reforma redistributiva. De hecho, este tipo de vigilancia y responsabilidad horizontal es la parte central de la visión de James Madison acerca de las restricciones democráticas en The Federalist Papers (Madison, Hamilton y Jay [1788] 1998). Y también se ajusta a la conclusión de Adam Smith, en donde “un gobierno civil, en la medida en que se instituye para asegurar la propiedad, en realidad se establece para la defensa de los ricos en contra de los pobres” (Smith [1776] 1863, 321).


La teoría del conflicto social y la teoría de los recursos de poder enfrentan un problema conceptual al concentrarse en lo que Dahl (1971) llama la “participación o dimensión inclusivista de una democracia”, minimizando las restricciones horizontales. Este problema lleva a predecir resultados políticos por mayoría. Aunque el mismo Dahl minimiza la importancia de las restricciones, reconoce que agregar una dimensión de enfrentamiento a la participación “incrementa el número de individuos, grupos e intereses cuyas preferencias tienen que ser consideradas en el proceso de decisiones políticas” (Dahl 1971, 14). Slater (2013) avanza en este punto, al señalar la alta variación en las restricciones horizontales entre democracias y al resaltar la capacidad de tales restricciones para controlar a los planeadores de política. Estas restricciones siempre tienen el riesgo de enfrentarse con la necesidad de participación de quienes son relativamente excluidos.


El papel clave de las restricciones horizontales en la protección creíble de los derechos de propiedad es parte central de la teoría neoclásica del Estado, de North (1990), y de la visión de Olson (1993) del Estado como un “tirano eterno”. Dado que la ausencia de instituciones formales y mecanismos de cumplimiento en una autocracia hace más fácil que un régimen viole o redefina los derechos de propiedad, los actores con intereses en la negociación actuarán para alterar la estructura del proceso de decisión y construir coaliciones con terceros y eliminar la habilidad del soberano de confiscar un activo (véase, también, North y Weingast 1989).


La literatura sobre políticas de reformas económicas ya ha discutido estas conclusiones. La mayor parte de esta literatura propone que cuando las restricciones institucionales a las políticas son más grandes, es menos probable que los cambios relevantes de política lleguen a su fin (por ejemplo, Henisz 2000; Tsebelis 2002). Por ejemplo, Haggard y Kaufman (1995) muestran que un sistema político fragmentado reduce la probabilidad de grandes reformas económicas. Franzese (2002) también muestra cómo un número creciente de participantes con capacidad de veto demora los ajustes fiscales ante choques económicos negativos. Si esta literatura se aplica a la redistribución de la tierra, un gran número de actores con capacidad de veto creará las condiciones para que se establezcan intereses más heterogéneos al interior del sistema legal, ejecutivo y burocrático, cuyo respaldo es necesario para la implementación de una reforma seria, pero que igualmente puede ser obstruida por los terratenientes (Tai 1974, Thiesenhusen 1989). Incluso si un programa de reforma es iniciado exitosamente por un gobierno democrático, los cambios políticos posteriores pueden bloquear su implementación (Herring 1983).


Aun así, el sistema de pesos y contrapesos pensado por los federalistas implica dificultades normativas y prácticas para el seguimiento político y la inclusión ciudadana. Con la rara excepción de formas democráticas más radicales, como la democracia popular, mayoritaria o plebiscitaria, las élites pueden llegar a frenar la redistribución en una democracia, por medio de la representación directa en las ramas legislativa o judicial, la captura por la élite de gobernantes elegidos, jueces o burócratas, y el clientelismo.9


Esta discusión acerca de las restricciones horizontales en una democracia implica que en las democracias es menos probable implementar una reforma redistributiva que en una autocracia, dado que un dictador tiene más poder mediante la autocracia respecto a los ciudadanos sin tierra que cuando son representados por una democracia. Aun así, la literatura sobre reforma política es poco clara acerca del escenario en donde pocas restricciones pueden llevar exitosamente a una reforma; esta teoría sugiere diferentes factores, entre los que se incluyen desde la ventaja ideológica partidista hasta el deseo del gobernante actual de llenar sus bolsillos con dinero. Yo propongo que cuando los líderes enfrentan pocas restricciones institucionales y necesitan pequeñas coaliciones para respaldar una reforma, cambios como una redistribución a gran escala pueden ser implementados más rápidamente y con menos resistencia de parte de otra rama del Gobierno o agencia, si un líder tiene los incentivos de hacer una coalición para lograr esos cambios.


Una élite política gobernante que está limitada por pocos vetos institucionales y que está motivada a desplazar la élite terrateniente tradicionales, se halla en mejor condición de nivelar coherentemente los recursos del Estado para lograr la redistribución, que aquella que necesita compromisos y coordinación con potenciales actores políticos enemigos. La reforma redistributiva es, en consecuencia, más probable que ocurra con una élite política autocrática que en una democrática.


Recorrido por el libro


El libro tiene la siguiente estructura. El capítulo 1 define los principales actores políticos involucrados en una reforma agraria: la élite terrateniente, la élite política en el Gobierno y los ciudadanos pobres del sector rural. Los factores económicos, sociales y políticos se combinan para dar forma a estos actores. En este capítulo se avanza en entender las raíces políticas de la redistribución, al teorizar los orígenes de la división de la coalición entre la élite política gobernante y la élite terrateniente. El origen de la división puede venir de la autonomía del Estado (especialmente de los militares y de la secularización de la élite política), de una economía en desarrollo y diversificada, de diferencias étnicas o de la ocupación extranjera.


El capítulo 2 desarrolla la teoría para explicar las condiciones bajo las cuales una reforma agraria se lleva a cabo. El capítulo inicialmente describe el proceso político de una reforma agraria, presentando los pasos necesarios para crear e implementar una reforma efectiva y los actores e instituciones involucrados en el proceso. Luego, examina cómo los diferentes actores políticos interactúan en él para impulsar o bloquear la reforma.


El capítulo también construye un modelo formal de los argumentos teóricos y examina analíticamente cómo algunos parámetros clave, como las múltiples coaliciones entre la élite política terratenientes y la capacidad de la élite terrateniente de capturar el proceso democrático, afectan la probabilidad de la redistribución de la tierra.


El modelo, asimismo, introduce varios componentes adicionales, que permiten captar un ambiente político más amplio, en el cual se toman las decisiones relacionadas con la reforma agraria: un proceso dinámico de toma de decisiones, políticas simultáneas de redistribución mediante impuestos y transferencias, amenaza de deposición del Gobierno por parte de la élite terrateniente, la amenaza de un levantamiento violento por parte de la población pobre en el sector rural y los costos asociados con el conflicto político.


El modelo demuestra que es más probable que ocurra redistribución en un gobierno autoritario. Si bien una democracia popular respaldada por las masas puede implementar una redistribución de la tierra, en una democracia, las transiciones democráticas son más frecuentemente capturadas por las élites, que construyen salvaguardas en contra de la redistribución.


Además, el modelo muestra que la probabilidad de la redistribución de la tierra aumenta a medida que la división de la coalición entre la élite terrateniente y la élite política es más grande, y que la redistribución es más probable cuando el sector rural pobre da forma a una amenaza creíble de levantamiento violento.


El capítulo 3 ofrece un marco para distinguir y medir analíticamente diferentes políticas de reforma agraria. En la literatura sobre reforma agraria existen muchos estudios de caso e interesantes compilaciones que analizan las reformas (por ejemplo, Barraclough 1973; Binswanger-Mkhize, Bourguignon y Van den Brink 2009; Dorner 1992; Rosset, Patel y Courville 2006; Thiesenhusen 1989). Sin embargo, a pesar de que estos estudios ofrecen información importante en relación con las políticas de reforma agraria, es difícil diferenciar entre ellas, ante la ausencia de una codificación sistemática de políticas de tierra y transferencia de tierra de una manera que sea comparable entre países y que se extienda a un período de tiempo suficientemente largo.


¿Qué es lo que exactamente da forma a una reforma agraria? ¿Existe alguna evolución a lo largo del tiempo en las políticas de reforma agraria? ¿Dónde y cuándo se ha llevado a cabo la implementación de reformas agrarias de modo más intensivo y qué consecuencias ha traído? El capítulo 3 aborda estas preguntas. Además, codifica datos a nivel de país y año de transferencia de tierra en Latinoamérica entre 1930 y 2008. En particular, se presta atención a tres políticas de reforma: redistribución, negociación y colonización. Posteriormente, se definen y detallan estas políticas y se discute la naturaleza redistributiva de cada una de ellas.


El capítulo 4 expone un conjunto de resultados empíricos que prueba las predicciones teóricas del capítulo 2. Aquel contribuye a explicar por qué una reforma agraria ocurre en unos países y no en otros, por qué evolucionó de esa manera, y por qué ocurrió en un momento particular en el tiempo.


Uno de los resultados es que una reforma agraria es más probable que suceda cuando se presenta una división de la coalición entre la élite política y la élite terrateniente, y cuando existen pocas restricciones institucionales para gobernar. La existencia de presión desde la base de la sociedad y de una revolución igualmente están relacionadas con la redistribución de la tierra, pero tienen un impacto menor en la magnitud de esta y, por último, hay poca redistribución cuando no se presenta la división de la élite y hay pocas restricciones institucionales. Por el contrario, estos factores tienden a tener un efecto sobre el alcance y la focalización de la redistribución, una vez se presenta apertura política.


Los resultados no cambian después de examinar diferentes explicaciones alternativas, incluyendo ideología, tendencias de desarrollo y efectos de diseminación, influencia extranjera, condiciones geográficas iniciales, globalización representada como apertura económica, reducción del valor de la tierra, el efecto desproporcionado de regímenes revolucionarios, regímenes autocráticos y desigualdad económica. Los resultados también son robustos cuando se usa una estimación de variables instrumentales que reconoce el potencial problema de endogeneidad en la división de la élite y las restricciones institucionales.


En línea con la teoría, asimismo encuentro que reformas agrarias menos redistributivas, como la negociación de la tierra y la colonización tienen una menor asociación con la división de la élite y menores restricciones institucionales.


Los resultados del capítulo 4 indican que las élites, que se supone son las que más se opondrían a la redistribución y, en consecuencia, a una democracia (los terratenientes), usualmente enfrentarían mayores riesgos en una autocracia que en una democracia.


Los capítulos 5 y 6 se ocupan de la variación de la reforma agraria al interior de un país, con el fin de examinar los mecanismos causales de la teoría y evaluar empíricamente las implicaciones observables de esta. Al hacerlo, estos capítulos, en última instancia, ayudan a demostrar su validez interna. También muestran la utilidad de la teoría para comprender la variación espacial y temporal de la reforma agraria al interior y entre países.


El capítulo 5 examina a profundidad el episodio de redistribución de tierra en el período del Gobierno militar en Perú. Este capítulo describe en detalle, siguiendo la teoría, las condiciones económicas y políticas que llevaron a una reforma agraria en un momento en particular. Luego, expone la política de coaliciones que generó la división entre la élite terrateniente y la élite política en el poder, que a su vez llevó a cabo una política de redistribución de tierra a gran escala, que fue atractiva para los militares. Finalmente, el capítulo ofrece una explicación de cómo la reforma agraria se concentró en los terratenientes y qué grupos de campesinos fueron los receptores y por qué.


Antes de 1968, los militares peruanos habían sido manipulados por una élite terrateniente poderosa, que había controlado el presupuesto y el tipo de entrenamiento, que los usó para amenazar los regímenes democráticos y que se sirvió de la propiedad de los medios impresos y su alto ingreso de actividades exportadoras para coordinar la oposición y presionar a los gobernantes militares que no se ajustaban a sus intereses. Como respuesta, los dictadores militares Juan Velasco Alvarado y Francisco Morales Bermúdez, y sus aliados políticos, buscaron “quebrarle la espalda a la oligarquía”, mediante un programa generalizado de reforma agraria que disminuyera la influencia de la élite sobre las instituciones militares, su presupuesto y acciones.


Cuando se examina a nivel subnacional las casi 15 000 propiedades que fueron expropiadas y redistribuidas entre 1968 y 1980, lo que constituía el 45% de la tierra para producción agrícola del país, se puede mostrar que los militares tenían como objetivo una reforma agraria que destruyera a los terratenientes más grandes e influyentes. La tierra fue redistribuida a los campesinos de “clase media” que habían trabajado en las haciendas expropiadas, ya que tenían mayor posibilidad de organizarse en contra del Gobierno si hubiesen sido excluidos o la reforma hubiese sido aún mayor.


El capítulo 6 examina cómo, en Venezuela, entre 1958 y 1990, las restricciones institucionales bloquearon la redistribución de la tierra a favor de la negociación de tierra y la colonización. También se explica cómo Hugo Chávez retomó el proceso de redistribución de aquella.


El capítulo inicia presentando, en función de la teoría, por qué ocurrió la reforma agraria en Venezuela en ese momento y por qué se estructuró de manera tan particular. Luego, se examina, a nivel subnacional, la transferencia de tierra en la política Punto Fijo en el gobierno democrático entre 1958 y 1990, y quiénes fueron los beneficiarios del programa de reforma agraria de Hugo Chávez.


La primera ley de reforma agraria de Venezuela se presentó en 1960, y entre 1960 y 1991, casi 8,2 millones de hectáreas pasaron por las manos del Gobierno —esto es, más de la mitad de la tierra cultivable del país—. Sin embargo, la élite terrateniente que ayudó a la definición de la ley usó su influencia al interior de las instituciones democráticas para bloquear la redistribución de tierra, favoreciendo la negociación compensada y la colonización. Los dos partidos políticos más importantes usaron la tierra que había sido adquirida mediante la reforma como una herramienta distributiva para acumular respaldo clientelista entre los nuevos votantes rurales, que ahora tenían derechos constitucionales.


La idea de una reforma agraria perdió fuerza en la década de los noventa. Posteriormente, Hugo Chávez retomó la propuesta en la primera década del dos mil, transformando la reforma estilo Punto Fijo como parte de la “revolución bolivariana”.


A medida que las restricciones institucionales se debilitaron en el Gobierno de Chávez y de Nicolás Maduro, la reforma agraria tomó fuerza. En la actualidad, la reforma agraria de Venezuela es el programa de redistribución de tierra más grande del hemisferio occidental.


El capítulo 7 examina la reforma agraria en Latinoamérica desde una perspectiva comparativa. El principal objetivo del capítulo es explorar si las dinámicas que determinaron las políticas y los patrones de redistribución de tierra en Latinoamérica también operan en otros contextos. Con ese objetivo a la vista, el capítulo presenta una revisión completa de todos los casos de reformas redistributivas de tierra ocurridas fuera de Latinoamérica desde 1900, así como las condiciones bajo las cuales estas reformas fueron llevadas a cabo. Se documentan 54 episodios de redistribución de tierra en 45 países desde 1900, incluyendo todas las regiones del mundo.


Junto con Latinoamérica, más de un tercio de todos los países del mundo experimentaron una reforma agraria redistributiva en el siglo pasado. Más del 80% de las reformas de redistribución de tierra por fuera de Latinoamérica ocurrieron ante una división de la coalición entre la élite política y la terrateniente, mientras que al mismo tiempo había pocas restricciones institucionales para gobernar. Esta relación es estable a lo largo de diferentes estimaciones realizadas por medio de análisis de regresión.


Más adelante, el capítulo hace una comparación estructurada de las divisiones de la élite, las restricciones institucionales y las reformas agrarias en cuatro casos específicos de diferentes regiones: Egipto, Hungría, Taiwán y Zimbabue. Después de un examen detallado de cada uno de estos casos, se establece mayor evidencia del mecanismo causal que relaciona las bajas restricciones institucionales y la división de las élites con la reforma agraria redistributiva.


El libro finaliza con las “Conclusiones”, sección que resume los argumentos teóricos básicos y los resultados, para pasar a explicar cómo y por qué se enfrentan a la visión usual del sector rural. Posteriormente, allí se discute si la redistribución de la tierra es completamente única respecto a otros tipos de redistribución, o si los argumentos teóricos han logrado explicar otros tipos de redistribución diferentes.


A pesar de que existe una sorprendente poca cantidad de evidencia empírica de la variedad de tipos de redistribución, hay evidencia sugestiva de que la expropiación y la distribución de activos de recursos naturales y firmas financieras, los derechos legales que mejoran ciertos derechos humanos (por ejemplo, la abolición de la servidumbre forzada), la centralización y la expansión para el acceso a la educación primaria, y las primeras etapas del Estado de bienestar que definieron el seguro social, el salario mínimo, el máximo de horas de trabajo, y la distribución de beneficios corporativos en gran parte de Europa ocurrieron cuando las restricciones institucionales eran pocas y los líderes no estaban vinculados con los grandes intereses económicos. Si esto pudiese ser generalizado, estos resultados representarían el reto más grande a la teoría actual de la redistribución y deberían generar un cambio dramático en los alcances de la teoría del conflicto social y de la teoría de los recursos de poder.


Tras esta discusión, en las conclusiones se examinan algunas de las implicaciones normativas más difíciles derivadas de estos resultados: que la redistribución de la tierra ocurre en una dictadura. Si la población pobre del sector rural está destinada a las mayores ganancias materiales en un régimen represivo, ¿deberíamos contener la respiración y recetar una dictadura en etapas tempranas de desarrollo? ¿Qué se debería hacer con los países que han alcanzado la democracia, pero nunca han arrinconado a la élite terrateniente?


Por fortuna, el sector rural no se debe dejar a la deriva a medida que el mundo se transforma hacia la democracia. La experiencia de Brasil, Colombia, Filipinas, Sudáfrica y Venezuela demuestran que la negociación y la colonización de la tierra pueden darles tierra a los campesinos.


Pero si en el mundo se quiere tomar en serio la lucha contra la pobreza rural, la desposesión de tierra y el malestar rural, estos programas necesitan una fuerte recomposición. Los intentos actuales para abordar estos problemas son el equivalente a usar un baldado de agua para controlar una casa ardiendo. Las soluciones más prácticas y efectivas para mejorar estos programas son mayor financiación desde esferas superiores, abrir un esquema de reforma paralelo que opere desde las raíces, al involucrar tecnologías existentes y oferta de servicios, y mediante la creación de nuevos estándares, o que las agencias internacionales, como el Banco Mundial, aprueben las iniciativas de “redistribución de tierra”, de manera que se facilite una reforma más rápida sin que se dé oportunidad para la fuga de capitales, por medio una compensación “justa” para los terratenientes expropiados, en lugar de una definida por el mercado.


Por último, las conclusiones exploran algunas de las consecuencias de largo plazo de una reforma agraria en el crecimiento económico, la estabilidad rural, el aumento de capital humano y los cimientos de los regímenes políticos. Como el libro ofrece la primera base de datos comparable de reformas agrarias, que incluye un gran periodo de tiempo y una serie de países, estas relaciones pueden ser examinadas empíricamente de una forma que no era posible en el pasado. De hecho, esta literatura se beneficiaría de incorporar las ideas ofrecidas en el libro. Por ejemplo, los modelos de democracia fundamentados en clases deberían incorporar la división de las élites, que le permite a la élite política que está en el poder actuar separadamente de la élite terrateniente o de otra élite económica fuera del Gobierno. Y una élite que desconfía de un gobierno autocrático potencialmente inestable es más probable que promueva la democracia desde una posición de poder, minimizando la hipotética relación entre democracia e igualdad.


 




1 El caso contrario fue la experiencia fallida de España durante la Segunda República, que concluyó en la persistencia de la aristocracia agraria entre los “Grandes de España”. Véase, por ejemplo, Malefakis (1970).







2 Los resultados presentados en los próximos capítulos no solo se deben a la relativa falta de estabilidad en algunas democracias latinoamericanas u otras características propias de la región. El análisis global de las reformas agrarias en el capítulo 7 arroja hallazgos paralelos a lo encontrado en Latinoamérica.







3 El término “reforma agraria” es usado por algunos estudiosos para denotar un conjunto de políticas mucho más amplio que la redistribución de la tierra. Estas políticas incluyen ofrecer crédito, insumos, infraestructura (por ejemplo, sistemas de irrigación), mercadeo y servicios a favor del sector rural (véanse, por ejemplo, Deininger 2003; Thiesenhusen 1989; Tuma 1965). Aunque en el libro se discuten muchas de estas políticas, un análisis sistemático de todas ellas está fuera de las ambiciones de este.







4 Esto no significa que otras políticas de reforma agraria no sean importantes o que no son redistributivas. La reforma a la tenencia de la tierra, como la modificación de leyes de alquiler o la revisión de los términos para distribuir el excedente de producción de cultivos compartidos pueden influenciar el bienestar rural (véase, por ejemplo, Swinnen 2002), así como ocurre con garantizar la propiedad de la tierra con titulaciones u otros mecanismos (véanse, por ejemplo, De Soto 2003; Deininger 2003; Galiani y Schargrodsky 2010). De igual manera, impuestos progresivos sobre la tierra destinada a la agricultura, aunque en la actualidad e históricamente sean muy bajos (Binswanger-Mkhize, Bourguignon y Van den Brink 2009; Bird y Slack 2004), pueden llevar a una reforma “voluntaria”, al promover un uso más eficiente de la tierra y diseminar cambios en la propiedad de esta (véase, por ejemplo, Binswanger-Mkhize et al. 2009). Sin embargo, la transferencia física de la propiedad de la tierra es el punto central de una reforma agraria y conserva el potencial de ser el método de reforma más redistributivo de todos, tanto por su importancia económica por transferir activos (más el ingreso futuro) como por sus implicaciones en las relaciones sociales rurales. La literatura sobre reforma agraria se ha concentrado por mucho tiempo solamente en programas de transferencia de tierra como la política con mayor consecuencia y como un indicador de los esfuerzos de reforma agraria (véase, por ejemplo, Tai 1974, 11-13).







5 Este punto también es consistente con Ansell y Samuels (2010), Freeman y Quinn (2012) y Haggard y Kaufman (2012).







6 Iversen y Soskice (2009) sostienen que estos factores están fuertemente relacionados con la coordinación política (especialmente en uniones de trabajadores y cooperativas rurales) y los sistemas de representación proporcional limitada del siglo XIX y finales del XX.







7 En consecuencia, me distancio de la literatura de la economía política que asocia restricciones institucionales débiles con poca capacidad institucional y fuertes restricciones con alta capacidad.







8 Haber (2006) se refiere a la coalición inicial como una “organización de lanzamiento”. Yo separo este término de la coalición gobernante, de la cual la élite política depende después de que se estabiliza su poder, ya que los grupos que componen la coalición de gobierno pueden cambiar respecto a la coalición inicial.







9 Uno de los ejemplos más notables de la tensión entre la exigencia de soberanía popular mediante la democracia por mayoría y las restricciones de la democracia de Madison es el argumento de Carl Schmitt (1923) a favor de la incapacidad de la democracia parlamentaria en el periodo entre la Primera y Segunda Guerra Mundial en Europa y la noción de que las condiciones de emergencia justificaban la imposición de un gobierno dictatorial en la entonces Alemania de Weimar.
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